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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diez (10) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.1032
Hora: 1:40   p.m.  
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por la abogada Luz Enith Marín García, apoderada judicial de la señora Martha Luz Marín en contra de los Juzgados 2º Penal Municipal con función de conocimiento y 4º Penal del Circuito, ambos de Pereira por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y a la legitima defensa.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. Informó la apoderada de la señora Luz Enith Marín García  que el  30 de marzo de 2016 la Fiscalía 5ª (sic)  formuló acusación en contra de su mandante, dentro de la investigación radicada al No.660016000035201402692 por la conducta punible de lesiones personales culposas, derivadas de accidente de tránsito, donde resultó como víctima al señor  Jhon Jairo Hidalgo por hechos ocurridos el 18 de junio del año 2014.

Indicó que el 12 de julio de 2016 se llevó a cabo la audiencia preparatoria ante el Juez 2º Penal Municipal de Conocimiento de Pereira, en la que presentó diversos elementos materiales probatorios que se relacionaron en su escrito con el fin de brindar una defensa eficaz a la señora Martha Luz Marín Bedoya. Sin embargo, el juez de la causa no aceptó ninguno con el argumento  de que no se demostró la conducencia y pertinencia de dichas pruebas. Por lo tanto, interpuso el recurso de apelación contra esta decisión, la cual fue confirmada por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, que adujo que la defensa no había aportado a la Fiscalía el dictamen pericial en el momento de la audiencia preparatoria, cuando de conformidad con el artículo del 415 de C.P.P. dicha prueba se debe entregar al menos con 5 días de anticipación a la celebración de la audiencia pública, ni hizo mención de la prueba testimonial.  Por lo tanto, consideró que el Juez de primera instancia debió establecer el tiempo en que se debía entregar el informe a la Fiscalía, al igual que la prueba documental.

Consideró la apoderada que su mandante quedó sin defensa en el proceso penal, al no contar con medios probatorios para debatir y sustentar la teoría del acaso y brindarle una adecuada representación, a la que tiene derecho toda persona del territorio colombiano, estando en condición de desigualdad, lo que vulnera sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa.

2.2. En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes: i) ordenar al Juez 2º  Penal Municipal de Conocimiento de Pereira admitir los elementos materiales probatorios: prueba documental, dictamen pericial y testimonial, ii) subsidiariamente, se declare la nulidad de la audiencia preparatoria con el fin de que se ordene al Juez 2º  Penal Municipal de Conocimiento de Pereira para que realice nuevamente dicha audiencia y la defensa pueda presentar nuevamente los elementos materiales probatorios.  En tal sentido, señaló que anexa un CD que contiene la audiencia preparatoria y aquella en la que se resolvió el recurso de apelación.  
2.4.  Mediante auto del 27 de octubre de 2016 se avocó la presente acción de tutela y corrió traslado de la misma a las autoridades judiciales demandadas (folio 18).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA 

3.1. JUZGADO 4º PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA
Afirma que es cierto que ese despacho resolvió desfavorablemente el recurso de apelación interpuesto por la abogada de la accionante con fundamento en que en desarrollo de la audiencia preparatoria de primera instancia, la defensa manifestó que no tenía elementos materiales probatorios ni evidencia física, por lo que no hubo descubrimiento probatorio; sin embargo, posteriormente sobrevino la solicitud de pruebas de la Defensa incumpliendo su deber de hacer el descubrimiento previo, lo que deviene en el rechazo de las mismas.
Por lo tanto, la respuesta se contrae a lo que obra en la grabación del audio  que adjunta de la diligencia aludida (folio 25). 
3.1. JUZGADO 2º PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA

Se refirió a cada uno de los hechos expuestos en la demanda de tutela, se opuso a cada una de las pretensiones de la misma y propuso como excepciones, las siguientes: i) improcedencia de la acción de tutela para revivir etapas precluidas, ii) imposibilidad de alegar su propia culpa, iii) argumentación de los principios rectores de la prueba como la necesidad, pertinencia y conducencia y iv) el juez debe velar por el cumplimiento de los principios que orientan el sistema procesal penal, igualdad de armas y justicia rogada (Fls. 26-28).
4.  CONSIDERACIONES DE LA SALA
4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución y el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991.  El numeral 2 del artículo 1 del Decreto 1382 de 2000, establece que “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…”  Este Tribunal por ser el superior jerárquico del Juzgado 4º  Penal del Circuito de Pereira, es competente para conocer de la presente acción de tutela. 
4.3. Problema jurídico y solución al caso en concreto
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales demandadas han vulnerado derechos fundamentales a la señora Martha Luz Marín Bedoya; de manera tal, que proceda el amparo invocado. 

4.3. La Constitución Política en su artículo 86 señala que quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

Igualmente, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 
4.4. Como quiera que la demanda de tutela se dirige contra las providencias emitidas en primera y segunda instancia por los juzgados demandados, resulta necesario indicar que la posibilidad de accionar por vía Constitucional en contra de decisiones judiciales no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Sin embargo, la jurisprudencia ha venido decantando la posibilidad de controvertir una decisión judicial cuando ella constituye lo que se conocía como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así:

“ (…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)“.
 
4.5. La Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar, en tal sentido dijo: “… si se cumplen ciertos y rigurosos requisitos de procedibilidad.  Dentro de estos pueden distinguirse unos de carácter general, que habilitan la interposición de la tutela, y otros de carácter específico, que tocan con la procedencia misma del amparo, una vez interpuesta”.
(…) “Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.

ii) 
Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.
iii) 
Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi) 
Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01). 

viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)” (Negrillas originales)

4.5.1. Igualmente, la Corte Constitucional ha indicado que cuando la tutela pretende la protección de un derecho fundamental presuntamente vulnerado por una providencia judicial, su procedencia no es excepcional, sino excepcionalísima, pues corre el demandante con la carga de demostrar la presencia de una o varias de las causales de procedibilidad, tal como se refirió dicho Tribunal en la Sentencia T-780 de 2006 que: “La eventual procedencia de la acción de tutela contra sentencias judiciales y otras providencias que pongan fin al proceso tiene connotación de excepcionalísima, lo cual significa que procede siempre y cuando se cumplan unos determinados requisitos muy estrictos que la jurisprudencia se ha encargado de especificar (Negrillas propias).

4.6.  La solicitud de la protección constitucional presentada por la apoderada judicial de la señora Martha Luz Marín Bedoya  está encaminada a que se ordene al Juez 2º Penal Municipal de Conocimiento de Pereira que admita los elementos materiales probatorios que fueron relacionados en la audiencia preparatoria  con el fin de llevar a cabo una defensa eficaz y adecuada de su mandante, dentro del proceso penal que se sigue en su contra por el delito de lesiones personales culposas.

4.7. Con base en las pruebas arrimadas con la demanda, se escuchó el registro de la audiencia preparatoria llevada a cabo el 12 de julio de 2016 por parte del Juez 2º Penal Municipal con función de  Conocimiento de esta ciudad, dentro del proceso que se sigue en contra de la señora Martha Luz Marín Bedoya  por el delito de lesiones personales culposas, en la cual dicho funcionario decidió no decretar las pruebas solicitadas por la defensa de la señora María Bedoya, doctora Luz Enith Marín García.  Al respecto, se extrae lo siguiente:

· Luego de verificada la asistencia de las partes, el Juez en desarrollo de la diligencia le preguntó a la abogada Marín García si había quedado completo el descubrimiento de elementos materiales probatorios por parte del ente acusador, a lo que respondió afirmativamente (minuto: 3:32 ); seguidamente, el juez le preguntó a la Defensora si contaba con elementos materiales probatorios y evidencia física para descubrir en este acto procesal, a lo que  contestó “no señor juez, ninguno” (minutos 3:40 al 3:47). 
· Así las cosas, el Juez le concedió el uso de la palabra a la Fiscal para que procediera a realizar las solicitudes probatorias, para lo cual la instó a que indicara la prueba documental; con quién sería introducida en la audiencia de juicio oral y además que explicara la pertinencia y conducencia de las pruebas, procediendo en tal sentido (minutos 4:14 al  11:48).  
· Seguidamente, el Juez se dirigió a la Defensora para preguntarle si tenía solicitudes probatorias, quien relacionó las siguientes: 
i) certificación del estado de cuenta consultado en la página del Sistema Integrado de Información sobre Multas y Sanciones por Infracciones de Tránsito SIMIT (en 6 folios) a nombre del señor John Jairo Hidalgo, la cual se introducirá con la acusada, señora Martha Luz Marín Bedoya, que era pertinente para demostrar que el señor Hidalgo incumple las normas de tránsito y reforzar la teoría del caso de la defensa, cuya información es generada y aportada por los organismos de tránsito (minutos 14:37 al 16:56).

ii) Dictamen pericial rendido por la Unidad de Criminalística y Reconstrucción en Eventos de Tránsito UCRET a través de la física forense Lady Jhoanna García García, inscrita como perito acreditada ante el Consejo Superior de la Judicatura, quien presentará un informe con la reconstrucción analítica del accidente de tránsito y la animación, con el objeto de demostrar la no responsabilidad de  la señora Martha Luz Marín Bedoya  en el accidente de tránsito, que su defendida cumplió con las normas de tránsito, que ya había pasado la vía, que fue la víctima la que invadió su carril y otros hechos, documento que está pendiente (minutos 16:57 al 21:52). 
iii) Testimoniales: i) Víctor Jairo Abad Garcés perito adscrito al Instituto de Tránsito de Pereira,  solicitó que sea testigo común con la Fiscalía, con el fin de resolver preguntas relacionadas con el dictamen y respecto al desarrollo metodológico y para reforzar la teoría del caso de la defensa, con respecto a la inspección ocular practicada al vehículo involucrado en los hechos indicada por la Fiscalía (minutos 21:54 al 23:44);  ii) Dr. Ervin Montoya Zapata médico legista del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses Seccional Risaralda, solicitó que sea un testigo común con la Fiscalía y su pertinencia es para que resuelva las preguntas relacionadas con su dictamen y que sean interés para la Defensa ; iii) Dr. Jorge Federico Gartner Vargas, médico legista del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses Seccional Risaralda, solicitó que sea un testigo común con la Fiscalía y su pertinencia es para que resuelva las preguntas relacionadas con su dictamen y que sean interés para la Defensa porque ambos médicos valoraron a la víctima (minutos 23:45 al 24:04).  Finalmente, dijo que la acusada Martha Luz Marín Bedoya renunciaría a  su derecho de guardar silencio (minuto 26:04). 
· Se le concedió el uso de la palabra al apoderado de la Víctima, quien indicó que con las pruebas pedidas por la Fiscalía era suficiente.  La Defensora no hizo manifestación alguna con respecto a las solicitudes probatorias de la delegada de la FGN. 
· Por su parte, la Fiscal se opuso a todas y cada una de las pruebas solicitadas por la Defensa, para lo cual argumentó que no había sustentado ni la conducencia ni pertinencia de las mismas. Solicitó que se le corriera traslado de la certificación del estado de cuenta, la cual no podía ser introducida por la acusada, sino por el funcionario que la firmaba o por un investigador. Se opuso al dictamen pericial elaborado por  Lady Jhoanna García García, del que dijo que no podía introducirse, ya que aún no había sido realizado y por lo tanto, no se conocía su resultado ni los fines de esa prueba.  Con respecto a los daños de los vehículos, expuso que la Defensora solo dijo que haría las preguntas necesarias para su teoría del caso, sin indicar su pertinencia ni conducencia.  Tampoco manifestó qué iba a demostrar con los testimonios de los médicos legistas.  Consideró que si bien es cierto que la acusada puede renunciar al derecho de guardar silencio, su representante no señaló qué pretende con su testimonio. Finalmente, enfatizó que desde el comienzo de la audiencia  la Defensora había manifestado de viva voz que no tenía elementos materiales probatorios. Por lo tanto, solicitó que no se decretara ninguna de las pruebas relacionadas, ya que desde el inicio de la audiencia la Defensora dijo que no tenía prueba alguna para descubrir, o sea, que no cumplió con el orden previsto para la audiencia preparatoria (minutos 27:40 al 33:07).
· El Juez de conocimiento resolvió: 
1º. Decretar todas las pruebas pedidas por el ente acusador (minuto 35:53 al 36:20).

2º. No decretar las pruebas de la Defensora, así: 
i) adujo que el estado de cuenta y los comparendos que se le han hecho al señor Jhon Jairo Hidalgo, debían introducirse con un testigo de acreditación; es decir, a través de la persona que elaboró el mismo o lo registró en el sistema SIMIT o por un investigador de la Defensa y no con la acusada como lo mencionó la Defensora;

ii) con respecto a la prueba contenida en un informe pericial rendido por la Unidad de Criminalística a través de la física forense Lady Jhonana García García, el Despacho consideró que era obligación de la Defensora haber traído dicho informe a esta audiencia.  Sin embargo, como la Defensora no contaba con dicho informe porque aún no se había elaborado, era su obligación haber descubierto dicho dictamen, explicando su conducencia y pertinencia, carga  argumentativa que la Defensa no cumplió frente a este dictamen; 
iii) en relación a los testigos comunes con la Fiscalía, la Defensora tampoco cumplió con la carga argumentativa de indicar su pertinencia y conducencia; sin embargo, el A quo expuso que la Defensa podría contrainterrogarlos luego de que la Fiscalía los interrogue en el juicio oral e inquirirlos luego del redirecto.  
iv) Así mismo, indicó que en cuanto al testimonio de la acusada, por ahora se abstenía de decretarlo, pues en la audiencia de juicio oral si quería declarar, la acusada podría hacerlo en esa oportunidad. 
Contra esta decisión el juez señaló que procedían los recursos de ley.  La Defensora interpuso los recursos de reposición y apelación (minutos: 36:21 al 41:36).
· La Defensora sustentó el recurso de reposición, así:

i)  sobre la certificación del SIMIT manifestó que no es necesario introducir dicho elemento con un testigo de acreditación o investigador, toda vez que la página del SIMIT puede ser consultada por cualquier persona y en este caso fue extraído por parte de la acusada Martha Luz Marín Bedoya quien bajó el informe, del cual aparece que la información es consignada por las autoridades de tránsito y lo pone de presente; 

ii)  en cuanto al dictamen pericial, insistió que lo están terminando de elaborar, por lo tanto, consideró que la obligación de la defensa es presentarlo 5 días antes del juicio oral a la Fiscalía en su totalidad.  Así  mismo, dijo que dicho informe es pertinente por cuanto con el mismo se pretende hacer una reconstrucción analítica del accidente, donde se mostrará la vía, las señales de tránsito y acreditar que su representante ya la había cruzado y que quien invadió el carril fue la víctima.  En tal sentido, consideró que no era su obligación traerlo a esta audiencia, y tiene la certeza de que la reconstrucción es favorable a su defendida, pues de lo contrario no hubiera contratado su realización.  
iii)  explicó que en lo que tiene que ver a los testigos comunes con la Fiscalía, los solicitó de esa manera, porque consideró que dentro de un interrogatorio no podrá hacerles preguntas diferentes a las que haga la Fiscal;

iv) adujo que la declaración de su defendida es muy importante, ya que quien tiene ese derecho y con ella podrá introducir el informe del SIMIT, pues en la ley no existe tal prohibición.   Por lo tanto, solicitó que se decreten las pruebas aludidas (minutos 41:37 al 47:22).
· Por su parte la delegada de la Fiscalía y el apoderado de la víctima, como sujetos no recurrentes, solicitaron que se mantuviera la decisión de no decretar las pruebas de la Defensa, argumentando en tal sentid (minutos 47:23 al  1:04:43)
· El Juzgado no repuso la decisión y concedió el recurso de apelación interpuesto por la Defensora.
4.8.  El 6 de septiembre de 2016 la Jueza 4º Penal del Circuito de Pereira decidió confirmar lo resuelto por el Juez 2º Penal Municipal con función de Conocimiento. Al respecto se extraen del registro de la audiencia de segunda instancia, los siguientes argumentos: 
· Quedó claro dentro del desarrollo de la audiencia preparatoria y  en el orden procesal que se debía seguir que cuando se le solicitó a la Defensora que descubriera los elementos materiales probatorios y evidencia física con que contaba, la misma manifestó que no tenía ninguno  y al pedirle que enunciara la totalidad de las pruebas que iba a hacer valer en el juicio oral, igualmente manifestó no contar con ellas.  Por lo tanto, la consecuencia que esto conlleva es el rechazo de las pruebas que sean solicitadas por la parte que incumplió con el  deber de hacer el descubrimiento probatorio, pues  la finalidad de la audiencia preparatoria es que se haga la depuración probatoria del juicio oral o sea, que ambas partes y el juez conozcan de manera anticipada qué es lo que se va a llevar al juicio y no puede darse el sorprendimiento con unas solicitudes posteriores, cuando ya se le había dicho a la delegada de la Fiscalía que no se tenían pruebas, como sucedió en este caso. 
· Hizo alusión a lo dispuesto en el artículo 356 del C.P.P. numerales 2º  y 3º  que  indican  los pasos que anteceden a las estipulaciones y a las solicitudes probatorias.  En un primer estadio, se le solicita a la Defensa que ponga de presente los elementos materiales probatorios y evidencias físicas que va a practicar en el juicio; lo que se pretende es que de manera igual a como lo hizo la Fiscalía en la audiencia de formulación de acusación, se presenten las pruebas para que se analicen y evalúen para mirar si es conveniente hacer estipulaciones probatorias y con el fin de decidir cuáles pruebas se van a hacer valer en el juicio oral.

· Al respecto, la Defensora había señalado que iba a presentar una certificación del SIMIT sobre infracciones de tránsito cometidas por la víctima y que el dictamen pericial de física forense se encontraba en proceso de elaboración, pero esos documentos no fueron enunciados en su momento, junto con los testigos de acreditación, lo que implicó que no fueron descubiertos.
· En lo relativo a la totalidad de las pruebas que se quieren hacer valer en el juicio oral y público, viene la decisión de las partes de determinar sus elementos materiales probatorios y si se van a realizar o no estipulaciones, para que finalmente las solicitudes probatorias queden  depuradas.  Por ejemplo en este caso,  si la Defensora hubiera enunciado el certificado del SIMIT y el dictamen pericial aludido, estas pruebas se habrían podido estipular para que al juicio sólo llegara lo que va a ser objeto de debate, lo cual no se hizo en el desarrollo de la audiencia preparatoria por parte de la Defensora.
· Igualmente, la juez señaló en qué consiste la finalidad de la audiencia probatoria y la diferencia entre los pasos que se deben seguir como presupuestos de validez de la prueba necesaria para llevar al juicio oral, lo que la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, definió como “depuración probatoria” en el radicado No.43.554 del 18 de junio de 2014.   Por lo tanto, confirmó la decisión de primera  instancia, insistiendo en que una cosa es la enunciación de las pruebas y otra las solicitudes probatorias que hacen las partes.
4.9.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

4.9.1. El artículo 356 del C.P.P. señala que en el desarrollo de la audiencia preparatoria, el juez dispondrá:
“1. Que las partes manifiesten sus observaciones pertinentes al procedimiento de descubrimiento de elementos probatorios, en especial, si el efectuado fuera de la sede de la audiencia de formulación de acusación ha quedado completo. Si no lo estuviere, el juez lo rechazará.
2. Que la defensa descubra sus elementos materiales probatorios y evidencia física.
3. Que la Fiscalía y la defensa enuncien la totalidad de las pruebas que harán valer en la audiencia del juicio oral y público. (…)” (Subrayas fuera del texto original)
4.9.2. Ahora bien, en relación  a la actividad de cada una de las partes frente al descubrimiento probatorio, la Corte Suprema de Justicia en auto de segunda instancia bajo el radicado No.45667 del 20 de mayo de 2015, M.P.  María del Rosario González Muñoz dijo que la posibilidad de controvertir las pruebas constituye garantía esencial de la sistemática procesal nacional y, por ello, debe asegurarse que, con la debida antelación la Fiscalía y la defensa conozcan las evidencias y elementos materiales probatorios que la contraparte pretende hacer valer en el juicio, a efectos de que puedan preparar la demostración de su teoría del caso. En ese contexto, el descubrimiento probatorio está vinculado indisolublemente al debido proceso y al derecho a la defensa, en razón a la trascendental incidencia de dicho instituto en el desarrollo de la actividad de cada una de las partes y además, señaló: 

“Lo anterior implica que, como lo ha indicado la jurisprudencia de la Corte, el descubrimiento probatorio constituye parte de la esencia del sistema adversarial consagrado en nuestro ordenamiento jurídico, y por tal motivo la fiscalía y la defensa deben suministrar, exhibir o poner a disposición todos los elementos materiales probatorios y evidencia física que posean como resultado de sus averiguaciones y que pretendan sean decretadas como pruebas y practicadas en el juicio oral en sustento de sus argumentaciones, permitiendo de esa manera que la contraparte conozca oportunamente cuáles son los instrumentos de prueba sobre los cuales el adversario fundará su teoría del caso y, de ese modo, elaborar las distintas estrategias propias de la labor encomendada en procura del éxito de sus pretensiones” (CSJ AP 21 noviembre 2012, Rad. No. 39948).” (Subrayas nuestras)
4.9.3. Igualmente dicho Tribunal, en la Sentencia radicada al No. 43.554 del 18 de junio de 2014, M.P. Eugenio Fernández Carlier, y que sirvió de sustento para que la Juez Cuarta Penal del Circuito confirmara la decisión de no decretar las pruebas pedidas por la Defensora de la señora Marín Bedoya, dijo lo siguiente sobre la finalidad de la audiencia preparatoria: 

“(…) En ese sentido, ha indicado que el propósito de dicha audiencia es realizar el principio de “depuración probatoria”, para lo cual se han dispuesto cuatro fases: descubrimiento, enunciación, estipulación y solicitud probatoria, actos que les compete a las partes y cuya secuencia no es un asunto de forma, sino presupuesto de las condiciones de validez de la prueba, necesarias para llevarle al juez el conocimiento “de los hechos y circunstancias materia del juicio y de la responsabilidad penal del acusado.”

En efecto: la enunciación precede a las estipulación, debido a que no se puede pactar sin conocer los medios de prueba con los que cuentan la Fiscalía y la defensa para sustentar su teoría del caso; y la solicitud es ulterior, pues la estipulación probatoria como manifestación de voluntad bilateral excluye de la discusión hechos y circunstancias que han sido aceptadas por las partes y que no serán objeto de debate en el juicio, como no sea para confrontarlas respecto de su incidencia en el análisis conjunto de la prueba.
En ese orden, no se puede equiparar la enunciación con la solicitud, pues mientras aquella está dirigida a que la fiscalía y la defensa indiquen los medios probatorios que harán valer en la audiencia del juicio oral, la solicitud está encaminada a sustentar su pertinencia y conducencia (artículos 357 y 375 de la Ley 906 de 2004), cuestiones conceptual y sustancialmente distintas, pues si los dos actos fueran iguales o equivalentes, no tendría sentido que el legislador se hubiera referido a la solicitud de pruebas cualificando su contenido, en el sentido de exigir de manera explícita en el artículo 357 de la Ley 906 de 2004, que las pruebas solicitadas deberán tener relación con los hechos de la acusación (pertinencia), los cuales se podrán demostrar a través de los medios lícitos (conducencia) que las partes libremente deciden que sean aducidos al proceso.” (Subrayas fuera del texto original)
4.9.4. Así mismo, en la doctrina pertinente se ha señalado que el descubrimiento previo probatorio condiciona la admisibilidad de la prueba, así
: 
“La afirmación anterior significa que el elemento material probatorio, evidencia física e información legalmente obtenida no descubierto en las oportunidades legales no puede ser prueba, por tanto, no admitirá ni siquiera discusión sobre su pertinencia, utilidad, necesidad o legalidad.
Solamente se puede alegar pertinencia, necesidad y utilidad de la prueba cuando el elemento ha sido previamente descubierto.

El trámite de descubrimiento previo al juicio en las oportunidades indicadas para esto, hace parte del debido proceso probatorio y repercute seriamente en el derecho de defensa, por ello la consecuencia de su inobservancia, no puede ser otra que el rechazo del medio solicitado.
(…) El descubrimiento condiciona entones la admisibilidad de la prueba.  Es una condición sine qua non porque, según el artículo 346 CPP, el juez tiene la obligación de rechazar las evidencias o elementos materiales probatorios respecto de los cuales no se ha cumplido el deber de revelar información durante el procedimiento de descubrimiento”
4.9.4.1.  Las anteriores consideraciones se fundaron en sentencias de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, de acuerdo a los siguientes radicados:

No.25.920 del 21 de febrero de 2007, M.P. Javier Zapata Ortiz, señaló que el juez tiene la obligación de rechazar los EMP y evidencias que no fueron reveladas durante el procedimiento de descubrimiento: 
“(…) 1.3.7 El correcto y completo descubrimiento probatorio condiciona la admisibilidad de la prueba, pues, como lo dispone el artículo 346 de la Ley 906 de 2004, el Juez tiene la obligación de rechazar todas aquellas evidencias o elementos probatorios sobre los cuales se haya incumplido el deber de revelar información durante el procedimiento de descubrimiento. Por tanto, las evidencias, medios y elementos no descubiertos no podrán aducirse al proceso ni convertirse en prueba dentro del mismo, ni practicarse durante el juicio oral.

La anterior sanción tiene una salvedad, que podría operar cuando se acredite que el descubrimiento fue omitido por causas no imputables a la parte afectada. (…)” 
No.32.779 del 11 de noviembre de 2009, M.P. Sigifredo Espinosa Pérez, se  inadmitió una demanda de casación por cuanto no encontró vulneración de derechos a la Defensa, ya que la discusión de la validez o legalidad del trámite procesal y, en particular, del descubrimiento probatorio se había hecho a partir de una circunstancia inexistente. Al respecto consideró: 

“(…) Sobre el particular señalar la Sala que, en efecto, la norma penal, Ley 906 de 2004, sólo contempla como sanción para la parte que evita dar a conocer a su contraparte un concreto elemento material probatorio, evidencia física o informe, la imposibilidad de utilizarlo o aducirlo como prueba en la audiencia de juicio oral
. (…)  (Subrayas propias)
i) No.33.364 del 9 de diciembre de 2010, M.P. Alfredo Gómez Quintero, se sostuvo que un descubrimiento incompleto que desconozca dichos derechos puede conllevar la invalidación de lo actuado, si desconoce garantías fundamentales, así:
“(…) Desde luego no pasa inadvertido que el descubrimiento probatorio es un acto fundamental del sistema procesal que nos rige y al mismo tiempo erigido en aspecto sustancial de la actuación, vinculado a garantías fundamentales como el debido proceso y el derecho a la defensa; de ahí que un descubrimiento incompleto que desconozca dichos derechos puede conllevar la invalidación de lo actuado.

(…) Finalmente, la Sala tiene dicho que “la declaratoria de nulidad originada en el proceso de descubrimiento, bien sea a solicitud de parte o de manera oficiosa, se rige por el principio de trascendencia, de suerte que no cualquier suceso irregular tiene la virtualidad de invalidar lo actuado; sino que esa medida extrema podrá tomarse únicamente cuando quiera que el Juez verifique la vulneración cierta de las garantías fundamentales, o cuando la parte que alega lo demuestre.”
.

Por lo tanto, la Sala concluye que en este caso en particular, la determinación de no decretar las pruebas señaladas por la Defensora de la señora Martha Luz Marín Bedoya no fue contraria a derecho, toda vez que como quedó consignado en el registro de la audiencia preparatoria, la Defensora desde el inicio manifestó que no contaba con elemento material probatorio ni evidencia física alguna, de tal manera, que tal omisión acarreaba como consecuencia el rechazo de los medios probatorios solicitados, por lo que no se hacía necesario que la Defensora hubiera tenido que argumentar la pertinencia y conducencia de las pruebas que ahora reclama sean decretadas por este mecanismo constitucional.

4.9.5. Lo anterior, significa que ante la inobservancia por parte de la Defensa de la señora Marín Bedoya en el trámite de descubrimiento de las pruebas previo al juicio oral y en la oportunidad indicada en la norma legal para tal fin, no se advierte  la vulneración de los derechos invocados por la misma en este trámite constitucional, máxime que los jueces demandados se refirieron a las condiciones de validez del decreto de pruebas y se ciñeron a las normas y a la jurisprudencia que regulan la materia.  Por lo tanto, la acción de tutela no puede convertirse en una especie de instancia adicional para debatir nuevamente lo que ya fue objeto de estudio, toda vez que sus valoraciones y decisiones se efectuaron conforme a la autonomía reconocida por la Constitución, y una disparidad de criterio, como la plasmada en la demanda no puede servir de fundamento para dejar sin valor y efecto lo resuelto por los jueces naturales
4.9.6. En tal virtud,  la simple disconformidad de las  personas afectadas por el resultado de una decisión,  no puede tener la virtud de afectar la legalidad del pronunciamiento de una autoridad judicial, pues la declaratoria de vía judicial de hecho, implica un juicio  riguroso, ya que afecta los  principios de cosa juzgada y de juez natural,   tal y como lo  advirtió la Corte Constitucional en la sentencia  SU-087 de 1999, de la que fue ponente el H. M. José Gregorio Hernández, en la cual se dijo lo siguiente:

"...la vía judicial de hecho -que ha sido materia de abundante jurisprudencia- no es una regla general sino una excepción, una anormalidad, un comportamiento que, por constituir burdo desconocimiento de las normas legales, vulnera la Constitución y quebranta los derechos de quienes acceden a la administración de justicia. Es una circunstancia extraordinaria que exige, por razón de la prevalencia del Derecho sustancial (artículo 228 C.P.), la posibilidad, también extraordinaria, de corregir, en el plano preferente de la jurisdicción constitucional, el yerro que ha comprometido o mancillado los postulados superiores de la Constitución por un abuso de la investidura.    

Naturalmente, ese carácter excepcional de la vía de hecho implica el reconocimiento de que, para llegar a ella, es indispensable la configuración de una ruptura patente y grave de las normas que han debido ser aplicadas en el caso concreto" (Cfr. Revisión. Sentencia T-492 del 7 de noviembre de 1995). 

4.9.7. De admitirse la discusión propuesta en la demanda de tutela por parte de la Defensora de la accionante, sería desconocer los principios que disciplinan la actividad de los jueces ordinarios de independencia y sujeción exclusiva a la ley previstos en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, así como  los del juez natural y las formas propias del juicio contenidas en el artículo 29 de la Norma Superior. Así, el  principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:    

“el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.
” (Subrayas propias)
4.9.8. Aunado a lo anterior, a la accionante le queda la etapa del juicio oral que viene a ser el escenario donde a través de los medios de defensa previstos para esa fase del proceso, podrá controvertir la prueba presentada por la Fiscalía General de la Nación.  Por lo tanto, al estar pendiente ese trámite, no le es permitido al juez de tutela intervenir en el mismo, pues desconocería la independencia y autonomía de juez natural.  En relación a esto, la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal ha reiterado que al juez de amparo no le es permitido inmiscuirse en "procesos en curso", tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:
"(…) Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, más no para su declaración (…)"

Con base en las pruebas recaudadas y en el precedente jurisprudencial relacionado, esta Colegiatura concluye que el amparo solicitado es improcedente. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.
RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por la apoderada judicial de la señora Martha Luz Marín Bedoya en contra de los Juzgados 2º Penal Municipal con función de conocimiento y 4º Penal del Circuito, ambos de Pereira. 

SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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